



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL






   SALA  UNITARIA CIVIL-FAMILIA





Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo





Pereira, julio seis de dos mil dieciséis
   



Expediente: 66001-31-10-003-2016-00402-01

  



Decide la Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Tercero de Familia y el Segundo de Familia y Séptimo Civil Municipal, todos de Pereira, para conocer del proceso verbal (acción pauliana), iniciada por Orlando Villamil Sáenz contra María Idalba Cano Ramírez.
 
 

ANTECEDENTES
 
 
  



Demandó en proceso declarativo (acción pauliana) Orlando Villamil Sánchez a María Idalba Cano Ramírez, con el fin de que la venta de mala fe de un bien inmueble durante la vigencia de la sociedad conyugal vuelva en cabeza de la accionada “… y de esta manera poder realizar la liquidación de la sociedad conyugal VILLAMIL CANO.”
  



El libelo, fue presentado ante el Juzgado Civil Municipal -Reparto- local y le correspondió al Séptimo de esa especialidad, pero allí se procedió a rechazarlo de plano y a ordenar su  remisión al “Juzgado de Familia Reparto de esta ciudad”, por ser asunto de su competencia, en cuanto a su naturaleza, ya que del artículo 22 del Código General del Proceso en sus numerales 1º y 16 se extrae que como se trata “de un asunto de bienes de sociedad conyugal“ la competencia radica en los jueces de familia.

Una vez radicada la demanda en el Juzgado Segundo de Familia, el titular resolvió no “avocar” su conocimiento y dispuso su remisión “al Juzgado Tercero de Familia de Pereira, conforme al efecto del Fuero de Atracción contenido en el artículo 23 del Código General del Proceso, por derivarse este asunto del matrimonio y el régimen patrimonial de este, que tuvieron constituido los otrora consortes ORLANDO VILLAMIL SANEZ y MARÍA IDALBA CANO RAMÍREZ; divorciados mediante sentencia del citado Despacho”

Llegado el proceso al juzgado Tercero de Familia, el juez procedió a generar el conflicto negativo de competencia, teniendo presente los ordinales 14, 15, 16, 17 y 19 del artículo 22 del Código General del Proceso, en virtud de los cuales el Juzgado Civil Municipal debe tramitarlo. Además, aclara que no le asiste razón al Juez Segundo de Familia ya que “el fuero de atracción consagrado en el artículo 23 del Código General del Proceso, hace alusión a los casos cuando se encuentra el proceso de sucesión en curso y se presentan demandas en torno al régimen económico del matrimonio o a los derechos sucesorales”.
En consecuencia, remitió la actuación a esta sede para que se dilucide lo concerniente.

CONSIDERACIONES

1. Es competente esta Sala del Tribunal para desatar el conflicto puesto a su consideración atendiendo lo reglado por el artículo 139
 del Código General del Proceso. 
2. Se trata de establecer quién debe conocer en este caso de una demanda verbal denominada en este caso como una “acción pauliana”, promovida en esta ciudad, pero que la Jueza Civil Municipal, a quien correspondió por reparto inicialmente el asunto, consideró que era del resorte de los Juzgados de Familia, en tanto que el Juzgado Segundo de esta especialidad consideró que, por fuero de atracción, debía asignársele al Juez Tercero de Familia.  

3. Para definir la cuestión, considera pertinente la Sala precisar lo que se solicita con la demanda, que, a pesar de que más se asemejaría la cuestión a una simulación por el móvil que se le atribuye a la vendedora, no es otra cosa diferente a que mediante la acción pauliana se “… declare la revocatoria de la escritura 1041 de la Notaría Tercera de Pereira, compraventa del lote de terreno, predio urbano, lote 15 el poblado, 2 etapa, manzana 32 realizada por señor JAIME DE JESÚS CATAÑO MONTES, a la señora MARÍA IDALBA CANO RAMÍREZ, por pertenecer a la sociedad conyugal VILLAMIL CANO vigente.”, que es lo mismo que se consignó en el poder. 
Ahora bien, la acción pauliana es una figura jurídica netamente civil que consiste en la facultad “… que se otorga a los titulares de un derecho de crédito para obtener la revocatoria de un negocio jurídico que les perjudica, realizado por sus deudores, con el fin de reconstruir el patrimonio de estos.”
. 
4.
Teniendo claro esto, hay que volver la vista a las normas que rigen la competencia de los asuntos de familia en primera instancia (artículo 22 del Código General del Proceso); en ellas no existe ninguna que les asigne el conocimiento de una acción de esta estirpe (pauliana), ni siquiera de una simulación, dado el caso de que se interpretara el querer del demandante y el sentido del libelo, como bien lo expuso el juez que generó el conflicto. 

De manera que es imposible sostener como lo hace el Juzgado Civil Municipal, que el numeral 16
 del citado artículo 22 autorice su conocimiento a los jueces de familia, como quiera que ese listado es restrictivo y no está en discusión si el inmueble era o no social o si pertenecía exclusivamente a alguno de los consortes; lo que se busca es derruir una compraventa celebrada por uno de los cónyuges con un tercero (que no aparece convocado), para lo cual se eligió por el demandante una declaración de revocatoria. 
Así las cosas, la razón está de parte del Juez Tercero de Familia de Pereira, por partida doble. Por un lado, dado que se trata de un asunto civil que no se encuentra enlistado en las competencias asignadas por la ley en primera instancia a los Jueces de Familia, por lo que es claro que la competencia radica en un juez civil municipal, en vista de la cuantía denunciada.

   
Y por el otro, porque es preciso aclarar que la incompetencia que arguyó el Juez Segundo de Familia carece de asidero jurídico, si se tiene en cuenta que la norma en que se funda (artículo 23 del Código General del Proceso) fue prevista exclusivamente en los casos en que se esté tramitando un proceso de sucesión de mayor cuantía, situación que está lejos de parecerse a la que aquí se plantea. Tal vez convenga señalar que ni siquiera por analogía podría aplicarse esta norma, pues la asignación de competencias es atribución propia del legislador que no puede ser usurpada por los jueces. 
En efecto, lo que busca la norma no es cosa diferente a que cualquiera de los procesos allí enlistados que se instaure, será de conocimiento exclusivo del juez que esté tramitando la sucesión; en estos casos la competencia se ve desplazada por conexidad hacia el juez que tiene a su cargo el proceso liquidatorio de la herencia; es lo que el encabezado de la misma norma denomina “fuero de atracción” o, como lo llama la doctrina (Rojas Gómez, 2012), factor de conexión, que en su análisis ha dejado claro que:
     
… los procesos que versen sobre derechos sucesorales o sobre el régimen económico del matrimonio, si se promueven durante el curso del proceso de sucesión y éste (sic) es de mayor cuantía, son de competencia del juez que lo está tramitando. No importa si con aplicación de las reglas generales sobre competencia el asunto corresponde a un juez de otra circunscripción territorial o de otra especialidad o de otra categoría; el hecho de que el asunto guarde con el proceso de sucesión la conexidad que la ley señala obliga a formular la demanda ante el juez que adelanta la sucesión, sin necesidad siquiera de someterlo a reparto
.
En el mismo sentido, López Blanco (2016), expone que:

  
De otra parte y atendiendo más al factor de conexión se establece que cualquier proceso promovido por causa o en razón de la herencia contra los asignatarios, cónyuge o administradores, será conocido por el juez de la sucesión mientras dure ésta (sic), por así ordenarlo, precedido del título “fuero de atracción”, …”

  
(…)

 
Ciertamente, no se trata de involucrar dentro del conocimiento del proceso de sucesión la pretensión, usualmente propia de un verbal, sino de radicar la competencia en el mismo juez que conoce del proceso de sucesión, atendiendo aquí también el factor de conexión, pero tramitando cada proceso de manera autónoma, pues debe tenerse presente que la finalidad de la disposición es, básicamente, permitir que no finalice el proceso de sucesión mientras no queden definidas las controversias por causa o en razón de la herencia, facilitando así la efectividad de la prejudicialidad de proceso civil a proceso civil que en estas hipótesis surge
.
  



Consecuentes con lo dicho, se resolverá el conflicto en  el sentido de que el competente es el Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira; a los demás juzgados se les informará lo pertinente. 

DECISIÓN
 
 
   



En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA que el conocimiento de la demanda verbal (acción pauliana) instaurada por Orlando Villamil Sáenz contra María Idalba Cano Ramírez, le corresponde al Juzgado Séptimo Civil Municipal de Pereira. 

  



Remítase a ese despacho el expediente. 

   



De esta decisión, infórmese a los Juzgados Segundo y Tercero de Familia de esta ciudad.
 
Notifíquese.
 
El Magistrado,
 

 JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO                    
 

 
� “Siempre que el juez declare su incompetencia para conocer de un proceso ordenará remitirlo al que estime competente. Cuando el juez que reciba el expediente se declare a su vez incompetente solicitará que el conflicto se decida por el funcionario judicial que sea superior funcional común a ambos, al que enviará la actuación. Estas decisiones no admiten recurso.”


� Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de octubre 21 de 2013. Exp: 0800131030022008-00069-01. M.P. Fernando Giraldo Gutiérrez.


� “Del litigio sobre propiedad de bienes, cuando se discuta si estos son propios del cónyuge o del compañero o compañera permanente o si pertenecen a la sociedad conyugal o patrimonial.”


� ROJAS GÓMEZ, Miguel Enrique. Código General del Proceso. Comentado. ESAJU. Editorial Stilo Impresores Ltda. Bogotá. 2012. Pág. 71


� LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Código General del Proceso. Parte General. DUPRE Editores. Bogotá. 2016. Pág. 253 - 254
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